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CONSEJERO PONENTE: FERNANDO AGUILERA DE HOMBRE  
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En la ciudad de Xalapa, de Enríquez, Veracruz a dos de abril de dos mil catorce. 
 

Visto el expediente IVAI-REV/85/2014/III formado con motivo del recurso de revisión 
interpuesto por ---------------------------------------------------, en contra del Sujeto Obligado  Sistema 
de Agua y Saneamiento Metropolitano de Veracruz, Boca del Río y Medellín, y 
realizadas las formalidades procedimentales que disponen los artículos 66, 67.1, y 67.3 de la Ley 
848 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio 
de la Llave; y 2, 20, 58 y 60 de los Lineamientos Generales para Regular el Procedimiento de 
Substanciación del Recurso de Revisión, como consta en actuaciones, se emite resolución 
definitiva conforme a los siguientes:  
 

HECHOS  
 

I. El trece de enero de dos mil catorce, la parte ahora Recurrente formuló al Sistema de Agua 
y Saneamiento Metropolitano de Veracruz, Boca del Río y Medellín, una solicitud de 
Información, vía sistema Infomex-Veracruz, en la que requirió:  
 

“Lista de morosos y deudores del servicio de agua con el SAS durante 2012 y 2013 (desglosado por 
municipio). 
A cuánto asciende la cartera vencida por el servicio que presta el SAS en 2012 y 2013” 
 

II. El veintisiete de enero de dos mil catorce, el Sujeto Obligado, Sistema de Agua y 
Saneamiento Metropolitano de Veracruz, Boca del Río y Medellín, emitiera respuesta a 
la solicitud de información señalada en el punto I que antecede, respondió: 

 
“En atención a su solicitud de información hago de su conocimiento que es imposible proporcionarle los 
datos que solicita, ya que es considerada como información confidencial, esto conforme al acta número 
002/2009, emitida en la Segunda Sesión Ordinaria del Comité de Información de Acceso Restringido.” 

 
III. El cuatro de febrero de dos mil catorce, la Parte ahora Recurrente interpuso Recurso de 
Revisión y señaló como motivo de su inconformidad: 
 

“La información solicitada no debe ser considerada como reservada, pues se trata de información 
considerada como pública por la ley en la materia” 
 

Por lo anterior y;  
 

CONSIDERANDO 
 

PRIMERO. Que el Pleno del Consejo General del Instituto Veracruzano de Acceso a la 
Información, es competente para conocer y resolver el presente asunto en conformidad con lo 
previsto en los artículos 6, párrafo segundo, fracciones I a VII, de la Constitución Federal; 6 
último párrafo, 67, fracción IV, inciso g) párrafo segundo de la Constitución Política del Estado 
de Veracruz de Ignacio de la Llave; 34, fracciones I, XII y XIII, 56.1, 64, 67 y 69 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave (Ley 848); 2, 73, 74, 75 y 76 de los Lineamientos Generales para Regular el Procedimiento 
de Substanciación del Recurso de Revisión; 12, inciso a), fracción III, 14, fracción VII, y 23 fracción 
VII del Reglamento Interior del Instituto Veracruzano de Acceso a la Información. 
 
SEGUNDO. Que al analizar los requisitos formales y substanciales previstos en los artículos 64, 
65, 70.1 y 71.1 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave; y 63 de los Lineamientos Generales para Regular el 
Procedimiento de Substanciación del Recurso de Revisión cuyo examen es de orden público y de 
estudio preferente al fondo del asunto, este Cuerpo Colegiado advierte que en el recurso de 
revisión se encuentran satisfechos dichos requisitos, y no se advierten causales de 
improcedencia o sobreseimiento, o cualquier otro motivo que impida emitirse.  
 
TERCERO. De lo referido en el apartado de Hechos de este Fallo se observa cuál es la 
información solicitada; la negativa del Sujeto Obligado y los motivos de inconformidad que 
hace valer la Parte ahora Recurrente consistente en la violación al derecho de acceso a la 
información en su perjuicio, toda vez que el sujeto obligado Sistema de Agua y 
Saneamiento Metropolitano de Veracruz, Boca del Río y Medellín, negó información que 
no tiene el carácter de reservada, según lo dispuesto en la Ley de la Materia, causa de pedir que 
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encuentra apoyo en el supuesto de procedencia contenido en el artículo 64.1, fracción III, de la 
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz.  
 
El punto a analizar en este Recurso de Revisión consiste en determinar la procedencia de la 
pretensión reclamada por la Parte ahora Recurrente en esta vía y, por consecuencia, determinar 
si el Sujeto Obligado, ha cumplido o no con la normatividad prevista en el capítulo primero, 
título tercero de la Ley 848, para en su caso declarar el efecto que resulte pertinente conforme 
con lo dispuesto por el artículo 69 del ordenamiento legal citado. 
 
Del análisis de las pruebas documentales, consistentes en: a) acuse de recibo de la solicitud de 
información de trece de enero de dos mil catorce; b) acuse de recibo del recurso de revisión de 
cuatro de febrero de dos mil catorce; c) historial del sistema Infomex-Veracruz de visibles a fojas 
seis, siete y ocho del sumario de estudio y; d) acuerdo de seis de febrero de dos mil catorce, así 
como constancias de notificación del mismo; adminiculados y valorados entre sí, en términos de 
los artículos 49 y 51 de los Lineamientos Generales Para Regular el Procedimiento de 
Substanciación del Recurso de Revisión, conllevan a determinar que los agravios planteados por 
la parte Recurrente son fundados.  
 
Con respecto al Sistema de Agua y Saneamiento Metropolitano de Veracruz, Boca del Río y 
Medellín, el veintiocho de marzo de dos mil tres, la Legislatura del Estado aprobó su creación 
como Organismo Público Descentralizado Intermunicipal, con personalidad jurídica y 
patrimonio propio, calidad que le otorga el carácter de sujeto obligado en términos de lo 
previsto en la fracción IV del numeral 5.1 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 
 
Ahora bien, en virtud de que el sujeto obligado atendió parcialmente la solicitud de 
información registrada con el número de folio 00037814 en la que se solicitó: 
 

“Lista de morosos y deudores del servicio de agua con el SAS durante 2012 y 2013 (desglosado por 
municipio). 
A cuánto asciende la cartera vencida por el servicio que presta el SAS en 2012 y 2013”.  
 

Y respondió únicamente la relativa a cuánto asciende la cartera vencida por el servicio que 
presta el SAS en 2012 y 2013, informando:  

 
“Hago de su conocimiento que al cierre de Diciembre de 2012 la Cartera Vencida era por un importe 
total de $846,279.417.46 (Ochocientos Cuarenta y Seis Millones Doscientos Setenta Nueve Mil 
Cuatrocientos Diecisiete Pesos 46/00 M.N.) y al cierre de Diciembre 2013 por el importe total de 
$897,238,055.38 (Ochocientos Noventa Siete Millones Doscientos Treinta y Ocho Mil Cincuenta y Cinco 
Pesos 38/00 M.N.). 

 
Manifestando su negativa de entregar la información relativa a la lista de morosos y deudores 
del servicio de agua con el SAS durante 2012 y 2013 (desglosado por municipio), aduciendo 
estar clasificada dicha información como confidencial y solicitando el desechamiento del 
presente medio de impugnación, por considerarlo improcedente debido al acuerdo de 
clasificación respectivo previamente elaborado. 
 
El presente asunto se resolverá atendiendo primeramente a la procedencia del medio de 
impugnación, y la misma se justifica en términos de lo ordenado en las fracciones I y III de la Ley 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave, toda vez que al dar respuesta vía sistema Infomex-Veracruz, el sujeto obligado negó el 
acceso a la información solicitada por la recurrente, bajo el argumento de que se encuentra 
clasificada como información reservada y confidencial conforme a su Comité de Información de 
Acceso Restringido, como consta a foja 7 del sumario, siendo este el acto recurrido por la 
impetrante, por lo que será al momento de resolver el fondo del asunto cuando este Consejo 
General determine si le asiste razón al sujeto obligado para negar el acceso a la información 
solicitada bajo el folio 00037814 del sistema INFOMEX-Veracruz. 
 
Consecuente con lo anterior, no resulta procedente la causal de improcedencia que adujo el 
sujeto obligado opera en el presente asunto, así como de sobreseimiento contenidas en los 
artículos 70.1, fracción II y 71.1 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, tenemos que al dar contestación a la solicitud 
de información el Sistema de Agua y Saneamiento Metropolitano de Veracruz, Boca del 
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Río y Medellín, afirmó que la información solicitada por la impetrante, se encuentra 
clasificada como de acceso restringido en sus modalidades de reservada y confidencial, reserva 
que si bien se encuentra prevista como una causal de improcedencia en el artículo 70.1 fracción 
II del ordenamiento legal en cita, debe tenerse en cuenta que en ejercicio de las atribuciones 
que los artículos 13.4 y 15 de la Ley de la materia y los Lineamientos Primero y Décimo Segundo 
de los Lineamientos Generales que deben observar los sujetos obligados para clasificar 
información reservada y confidencial, corresponde al Instituto Veracruzano de Acceso a la 
Información, revisar que la clasificación hecha por los sujetos obligados, se apegue de manera 
estricta a las hipótesis establecidas en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, a los Lineamientos, a los criterios específicos 
de clasificación y, en su caso, a las disposiciones contenidas en otros ordenamientos jurídicos 
federales, estatales o municipales, a los precedentes jurisprudenciales y a la doctrina, pudiendo 
incluso declarar infundada la reserva, hecho que obliga a estudiar la controversia planteada. 
 
A mayor abundamiento de lo anterior, es de señalar que mediante Decreto número 256 
publicado en la Gaceta Oficial del Estado, bajo el número extraordinario 208, de veintinueve de 
junio de dos mil ocho, se reformó el artículo 64.1 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, previendo como 
supuesto de procedencia del recurso de revisión de forma específica la clasificación de 
información como reservada o confidencial, hecho que permite a los particulares 
interponer el recurso de revisión ante este Instituto Veracruzano de Acceso a la Información, 
cuando se niegue el acceso a la información solicitada por encontrarse clasificada como 
información de acceso restringido, supuesto de procedencia que se actualiza en el presente 
recurso de revisión, y que obliga a este Consejo General a estudiar el fondo del asunto a efecto 
de determinar si la clasificación aludida por el sujeto obligado se ajusta a alguna de las 
hipótesis de excepción contenidas en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave y los Lineamientos Generales que deben 
observar los sujetos obligados para clasificar información reservada y confidencial. 
 
Vistas las constancias que obran en el sumario, el fondo del asunto en el presente recurso se 
constriñe a determinar si en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave y los Lineamientos Generales que 
deben observar los sujetos obligados para clasificar información reservada y confidencial, asiste 
razón al Sistema de Agua y Saneamiento Metropolitano de Veracruz, Boca del Río y Medellín, a 
través de su Comité de Información de Acceso Restringido, para eximirse de la obligación de 
hacer entrega de los datos requeridos por la promovente, por encontrarse clasificada como 
información de acceso restringido, en su modalidad de reservada y confidencial. 
 
Es de señalar que en fecha diecisiete de febrero de dos mil catorce, compareció ante este 
Instituto Veracruzano de Acceso a la Información la Jefa de la Unidad de Acceso a la 
Información Pública del Sistema de Agua y Saneamiento Metropolitano de Veracruz, Boca del 
Río y Medellín, con su escrito de la misma fecha, visible a fojas 22 a 29 del expediente, 
exponiendo una serie de manifestaciones tendientes a motivar la clasificación invocada, mismas 
que no se reproducen por evitar caer en obvio de repeticiones innecesarias, sin embargo tales 
expresiones, obran agregadas en autos y fueron debidamente valoradas por quienes esto 
resuelven. 
 
Los datos requeridos por el recurrente, relativos a: Lista de morosos y deudores del servicio de 
agua con el SAS durante 2012 y 2013 (desglosado por municipio), tienen relación con la cartera 
vencida de morosos de agua potable, y se relacionan con la actividad que desempeña el Sistema 
de Agua y Saneamiento Metropolitano de Veracruz, Boca del Río y Medellín, toda vez que en 
términos de lo previsto en los artículos 4, fracciones XXV, XXXIV y XLVI, 103, 105 y 106 de la Ley 
número 21 de Aguas del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, 3, 6 inciso e), 16 fracción II 
.4, 30 fracciones VII y VIII y 31 de su Reglamento Interior, como Organismo Público 
Descentralizado Intermunicipal, es responsable de la organización, dotación, administración, 
operación, conservación, mantenimiento, rehabilitación o ampliación de los servicios de 
suministro de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas 
residuales en los municipios de Veracruz, Boca del Río y Medellín, responsabilidad que le otorga 
la atribución de cobrar los derechos que correspondan por la prestación de los servicios de agua 
potable, agua desalada, alcantarillado, tratamiento y rehúso de aguas residuales de su 
jurisdicción, de acuerdo a las tarifas vigentes, incluyendo la suspensión del servicio de agua 



 

 4 

EXPEDIENTE: IVAI-REV/85/2014/III 
SUJETO OBLIGADO: SISTEMA DE AGUA Y SANEAMIENTO 
METROPOLITANO DE VERACRUZ, BOCA DEL RIO Y MEDELLIN 
CONSEJERO PONENTE: FERNANDO AGUILERA DE HOMBRE  
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSVALDO VARGAS RUIZ  

potable, ante la falta de pago de dos períodos consecutivos, iniciando para tal efecto el 
Procedimiento Administrativo correspondiente. 
 
En efecto,  en términos de la normatividad antes invocada, los adeudos a cargo de los usuarios, 
en concepto de cuotas y tarifas, a favor de los organismos operadores, exclusivamente para 
efectos de cobro, tienen el carácter de créditos fiscales, para cuya recuperación el sujeto 
obligado debe aplicar el procedimiento administrativo de ejecución previsto en el Código de 
Procedimientos Administrativos para el Estado de Veracruz, que en el caso del Sistema de Agua 
y Saneamiento Metropolitano de Veracruz, Boca del Río y Medellín, corresponde ordenar a la 
Dirección Comercial, como así lo dispone el artículo 30, fracción VIII del Reglamento Interior del 
sujeto obligado. 
 
Es así que al dar respuesta a la solicitud de información, el Sistema de Agua y Saneamiento 
Metropolitano de Veracruz, Boca del Río y Medellín por una parte notificó al promovente que 
la información solicitada se encuentra clasificada como información reservada y confidencial 
conforme al Comité de Información de Acceso Restringido, y para el caso a cuánto asciende la 
cartera vencida por el servicio que presta el SAS en 2012 y 2013, si proporcionó la información, 
se le tiene a dicho sujeto obligado cumpliendo parcialmente con sus obligaciones de 
transparencia, pues su respuesta vulnera el derecho de acceso a la información del recurrente, 
en principio, porque incumple con lo ordenado en el artículo 29.1, fracción III que obliga a 
fundar y motivar la negativa de acceso a la información, toda vez que el sujeto obligado se 
limitó a señalar que la información solicitada por la recurrente se encontraba clasificada como 
reservada y confidencial por su Comité de Información de Acceso Restringido, sin establecer los 
supuestos de reserva o confidencialidad que a su juicio se surten en el caso a estudio, así como 
expresar los razonamientos lógico- jurídicos que llevan a considerar como información de 
acceso restringido los datos requeridos por el promovente. 
 
Con independencia de lo anterior, y en estricto apego a lo ordenado en el artículo 30 de la Ley 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave, corresponde a este Consejo General determinar si la información solicitada por la 
impetrante es susceptible de clasificarse como de acceso restringido. 
 
Así las cosas, como se expuso con anterioridad, y de conformidad con lo ordenado en el artículo 
106 de la Ley número 21 de Aguas vigente en el Estado y 30, fracción VIII del Reglamento 
Interior del Sistema de Agua y Saneamiento Metropolitano de Veracruz, Boca del Río y 
Medellín, es facultad del sujeto obligado iniciar los Procedimientos Administrativos de Ejecución 
para recuperar los adeudos por concepto del servicio de agua potable. 
 
Procedimientos Administrativos que la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, en su artículo 12.1, fracción IV y el 
Lineamiento Vigésimo primero de los Lineamientos que deben observar los sujetos obligados 
para clasificar información reservada y confidencial, conciben como información de acceso 
restringido en su carácter de reservada, siempre que no hayan causado estado, de ahí que la 
reserva invocada por el sujeto obligado sólo resulta procedente si los procedimientos 
administrativos iniciados por el Sistema de Agua y Saneamiento Metropolitano de Veracruz, 
Boca del Río y Medellín, para recuperar los adeudos por servicio de agua potable, no han 
causado estado, dado que tal hecho le impide dar a conocer los datos solicitados por el 
recurrente, al no haber adquirido definitividad el procedimiento administrativo 
correspondiente, debiendo proporcionar sólo una versión pública de dicha información como lo 
exige el artículo 12.2 de la Ley en cita, que en el caso a estudio no solo se limita al número total 
de deudores y los años que se adeudan, sino a publicar un listado de los mismos. 
 
Por lo anterior, se puede afirmar que el presente caso, se debe concretar a determinar si es 
válido el publicar los nombres de las personas que han dejado de pagar las cuotas y tarifas por 
la prestación del servicio de agua potable y saneamiento, comprobando si se afecta o 
transgrede el derecho humano a la protección de sus datos personales. 
 
Para poder arribar a una postura por parte de este cuerpo colegiado, es necesario conocer la 
naturaleza del pago de mérito; debemos partir del análisis del marco normativo alrededor del 
mismo. 
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El artículo primero de la Ley número 21 de Aguas del Estado de Veracruz-Llave, dispone que 
este dispositivo jurídico es de orden público e interés social y tiene por objeto reglamentar 
el artículo 9 de la Constitución Política del Estado, en materia de aguas de jurisdicción estatal, 
así como establecer las bases de coordinación entre los ayuntamientos y el Ejecutivo del Estado, 
en caso de aguas de jurisdicción nacional estarán a los dispuesto por la legislación federal 
respectiva. 
 
En ese mismo ordenamiento, el numeral 10, establece que el establecimiento, conservación y 
desarrollo del Sistema Veracruzano del Agua, se declara de utilidad pública. 
 
Ahora bien, por el consumo de agua de agua potable y los servicios de saneamiento, se paga 
por parte de los usuarios una cuota, que se aplica por períodos mensuales y se debe efectuar 
dentro del mes siguiente al periodo que se cubre, incluso la falta de pago de dos periodos 
consecutivos, faculta al prestador del servicio a suspenderlo hasta que se regularice el pago y se 
cubran los gastos por el restablecimiento del servicio, así lo dispone el diverso 105 de la Ley de 
Aguas, siendo que los adeudos a cargo de los usuarios, en concepto de cuotas y tarifas, a favor 
de los organismos operadores, exclusivamente para efectos de cobro, tendrán el carácter de 
créditos fiscales, para cuya recuperación la Comisión o el organismo operador municipal 
aplicarán el procedimiento administrativo de ejecución previsto en el Código de Procedimientos 
Administrativos para el Estado de Veracruz, esto por así ordenarlo el artículo 106 de la Ley 
citada. 
 
En el caso concreto, estamos ante el pago de un servicio público como lo es el servicio de 
suministro de agua potable y el de saneamiento, servicio que según lo dispone el artículo 2, 
fracción II del Código Fiscal de la Federación, se paga a través de contribuciones clasificadas 
como Derechos, es decir, contribuciones por recibir servicios que presta el Estado en sus 
funciones de derecho público; lo que se corrobora a nivel local, con lo previsto en el artículo 10 
del Código Financiero, el que considera disposiciones de carácter tributario, los ordenamientos 
que contengan preceptos relacionados con el erario, incluyendo los relativos a la prestación de 
servicios públicos administrados por organismos descentralizados o desconcentrados del Estado 
o de los Municipios; el numeral 13 de este último ordenamiento, en su fracción II, prevé que son 
Derechos, las contribuciones establecidas en Ley por recibir servicios que prestan las 
dependencias y entidades del Gobierno del Estado en sus funciones de derecho público, así 
como los ingresos percibidos directamente por el Estado por el uso y aprovechamiento de los 
bienes de dominio público del Estado o de la Federación concesionados a aquél1.  
 
Así las cosas, al tratarse del pago de un derecho por la prestación de un servicio público, 
estamos ante la presencia de una contribución para el gasto público y por lo tanto, le es 
aplicable lo dispuesto por el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, que mandata que es una obligación de los todos los mexicanos, el de 
contribuir al gasto público, así de la Federación, como del Distrito Federal o del Estado y 
Municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes.  
 
Incluso se puede afirmar, que “… más que una obligación legal, lo es de carácter moral, ya que 
al ser parte del Estado hemos adquirido de manera originaria la obligación de colaborar en 
todos los gastos que en él se generen, sobre todo al considerar que un sistema tributario como 
tal, favorece el crecimiento y desarrollo real de un país y provee al gobierno de ingresos 
suficientes para cumplir con el objetivo primordial de satisfacer las necesidades públicas, por 
esto es que en la medida de la recaudación han de ser los satisfactores.2” 
 
El pago del servicio de agua potable y saneamiento, es una contribución, necesaria para 
administrar, suministrar, distribuir, generar, controlar y preservar su cantidad y calidad para 
lograr el desarrollo sustentable de dicho recurso, evitando con ello, en beneficio del interés 
colectivo, la baja eficiencia técnica y comercial en la prestación de los servicios; la calidad 

                                                 
1 Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales. La exención prevista en el 
artículo 115, fracción IV, inciso c), párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no es 
aplicable respecto de la prestación del servicio público relativo, aunque el usuario de éste ocupe un inmueble de 
dominio público. (…) En consecuencia, respecto del pago de derechos por la prestación del servicio público de agua 
potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales. Época: novena época, registro: 165352, 
Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXXI, Febrero de 2010, Materia(s): Administrativa, 
Constitucional, Tesis: P. XXVII/2010, página 10.   
2 http://ledezma-martinez.com/publicaciones/la-obligacion-de-contribuir/ (consultado el 26/03/2014). 
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inadecuada de los servicios de abastecimiento de agua; la calidad deficiente de los servicios de 
saneamiento, especialmente en lo que respecta al tratamiento de aguas residuales, y la 
cobertura insuficiente. 
 
Respecto del gasto público la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el 
concepto de gasto público tiene un sentido social y un alcance de interés colectivo por 
cuanto el importe de las contribuciones recaudadas se destina a la satisfacción de las 
necesidades colectivas o sociales o a los servicios públicos (tesis 2a. IX/2005, página 605 del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, enero de 2005, de 
rubro: "GASTO PÚBLICO". El "gasto público", doctrinaria y constitucionalmente, tiene 
un sentido social y un alcance de interés colectivo; y es y será siempre "gasto público", que el 
importe de lo recaudado por la Federación, al través de los impuestos, derechos, productos y 
aprovechamientos, se destine a la satisfacción de las atribuciones del Estado relacionadas con 
las necesidades colectivas o sociales, o los servicios públicos; así, el concepto material de 
"gasto público" estriba en el destino de la recaudación que el Estado debe garantizar en 
beneficio de la colectividad.3 
 
Así las cosas, al tratarse de una contribución obligatoria a cargo de los mexicanos, para los 
gastos del Estado y el Municipio, aplica al presente asunto, por igualdad de razón lo establecido 
en el artículo 69, del Código Fiscal en relación con la reserva de la información (secreto fiscal), 
en el sentido de que no aplica dicha reserva respecto del nombre, denominación o razón social 
y clave del registro federal de contribuyentes de aquéllos que se encuentren en los siguientes 
supuestos: 
 

I.  Que tengan a su cargo créditos fiscales firmes. 
 
II.  Que tengan a su cargo créditos fiscales determinados, que siendo exigibles, no se 
encuentren pagados o garantizados en alguna de las formas permitidas por este 
Código. 

 
En dichos casos, entre otros, el Servicio de Administración Tributaria publicará en su página de 
Internet el nombre, denominación o razón social y clave del registro federal de contribuyentes 
de aquéllos que se ubiquen en alguno de los supuestos a los que se refiere las fracciones 
anteriores. Los contribuyentes que estuvieran inconformes con la publicación de sus datos, 
podrán llevar a cabo el procedimiento de aclaración que el Servicio de Administración 
Tributaria determine mediante reglas de carácter general, en el cual podrán aportar las pruebas 
que a su derecho convenga. La autoridad fiscal deberá resolver el procedimiento en un plazo de 
tres días, contados a partir del día siguiente al que se reciba la solicitud correspondiente y, en 
caso de aclararse dicha situación, el Servicio de Administración Tributaria procederá a eliminar 
la información publicada que corresponda. 
 
Al respecto resulta relevante traer al estudio, algunos de los argumentos que se vertieron tanto 
en la exposición de motivos de la reforma al artículo 69 del Código Fiscal, en la que se incluyen 
los casos de excepción al secreto fiscal, así como los de la Comisión Dictaminadora, mismos que 
se transcriben a continuación:  
 

“En ese contexto, se entiende que el secreto fiscal no se encuentra diseñado normativamente 
como un principio o derecho fundamental, sino como una regla o concesión, misma que puede 
revocarse en los casos en los que el contribuyente se coloque fuera de la esfera del Derecho, en 
especial cuando no cumpla con las obligaciones que le son inherentes como sujeto pasivo de las 
contribuciones.  
  
En atención a lo anterior, y si bien es cierto que el artículo 16 constitucional contempla el 
derecho que tienen todas las personas respecto a la protección de sus datos personales, también 
lo es que, para efectos de esta reforma, se propone garantizar el derecho de las personas a estar 
informadas sobre la situación fiscal de aquellos contribuyentes con quienes realicen operaciones 
comerciales que eventualmente representen un riesgo para su patrimonio, por tratarse de 
contribuyentes que se encuentren como no localizados ante la autoridad fiscal, o impedidos de 
otorgar los comprobantes fiscales válidos para efectos de la contabilidad, por lo que se propone 

                                                 
3 Época: Novena Época, Registro: 179575, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Tomo XXI, Enero de 2005, Materia(s): Administrativa, Tesis 2a. IX/2005, página 605.  
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matizar en el citado artículo 69 del Código Fiscal de la Federación la reserva relativa a la 
información de los contribuyentes, lo cual se considera reúne los elementos para establecer que 
se privilegia al interés público sobre el individual. El secreto fiscal será, entonces, un derecho que 
se adquiera en tanto el contribuyente cumpla con sus obligaciones fiscales.  
  
Mediante la modificación propuesta se establece la facultad de la autoridad fiscal para publicar 
en su página de Internet el nombre, denominación o razón social y la clave del registro federal 
de contribuyentes de aquellos con quienes es riesgoso celebrar actos mercantiles o de comercio, 
porque no cumplen con sus obligaciones fiscales.  
  
Con esta propuesta, los contribuyentes y, en general, quienes realicen cualquier transacción 
comercial, ejerciendo su derecho de acceso a la información, tendrán elementos para decidir 
entre contribuyentes cumplidos e incumplidos. La publicación en la página de Internet de la 
autoridad fiscal proporcionará información relevante sobre los riesgos que se asumen al tener 
operaciones con un contribuyente incumplido, como puede ser la improcedencia de la deducción 
de algún bien o servicio adquirido.  
  
Para efectos de lo anterior, es importante destacar que si bien se abre la posibilidad de que el 
Servicio de Administración Tributaria publique información sobre los contribuyentes, la misma se 
encuentra limitada a los supuestos específicos previstos en el artículo 69 antes referido, y la 
autoridad fiscal no podrá ampliar dichos supuestos. En ese sentido, se entenderá que un 
contribuyente no se encuentra al corriente de sus obligaciones fiscales, entre otras, cuando no 
presente, estando obligado a ello, tres o más declaraciones periódicas consecutivas o seis no 
consecutivas, o cuente con una sentencia condenatoria firme por la comisión de un delito fiscal, 
en una propuesta que tiene como fin proteger el patrimonio de los ciudadanos, por una parte, y 
propiciar el cumplimiento de las obligaciones fiscales en relación con los actos que llevan a cabo 
los contribuyentes por la otra.  
  
De igual manera se propone la adición de un nuevo supuesto de excepción a la reserva del 
secreto fiscal, relativo a la información de los contribuyentes a los cuales se les hubiera cancelado 
un crédito fiscal en los términos del artículo 146-A del Código Fiscal de la Federación, es decir, 
por incosteabilidad en el cobro o por insolvencia del deudor o de los responsables solidarios, y de 
aquellos a quienes se les hubiere condonado algún crédito fiscal, a fin de hacer transparente la 
aplicación de dichas figuras, en respuesta a una exigencia social, a efecto de que el ejercicio de 
esa facultad por parte de la autoridad esté sujeta al escrutinio público.  
 
(…) 
  
Se coincide con la propuesta del Ejecutivo Federal en lo concerniente a establecer la posibilidad 
de que la autoridad fiscal pueda publicar en su página de Internet el nombre, denominación o 
razón social y la clave del registro federal de contribuyentes, de aquellos con quienes es riesgoso 
celebrar actos mercantiles o de comercio, porque no cumplen con sus obligaciones fiscales.  
 
Además, esta Dictaminadora advierte que con la reforma propuesta no se está violentando los 
derechos fundamentales de los contribuyentes, en tanto que el secreto fiscal no se encuentra 
diseñado como un derecho fundamental, sino constituye una concesión que puede revocarse 
cuando se actúa fuera de la esfera del derecho, como es el caso de que los contribuyentes 
incumplan con sus obligaciones fiscales, pues con ello se garantiza el  derecho de las personas de 
estar informadas sobre la situación fiscal de aquellos contribuyentes que realicen sus operaciones 
comerciales.  
 
En efecto, con la información que sea proporcionada por el Servicio de Administración 
Tributaria, los particulares tendrán los elementos para decidir entre contribuyentes cumplidos e 
incumplidos, a efecto de evitar riesgos al realizar operaciones con un contribuyente incumplido, 
situaciones que podrían impactar en su patrimonio, en supuestos como la improcedencia de la 
deducción de algún bien o servicio adquirido.  
 
Asimismo, esta Dictaminadora encuentra adecuado excepciones a la reserva prevista en el 
artículo 69 cuando los contribuyentes: i) tengan a su cargo créditos firmes, ii) tengan a su cargo 
créditos determinados exigibles que no se encuentren pagados o garantizados, iii) se encuentren 
como no localizados, o iv) que exista sentencia condenatoria firme por la comisión de un delito 
fiscal.  
 
De igual forma, esta Dictaminadora está de acuerdo con los nuevos supuestos de excepción al 
secreto fiscal, relativos a la información de los contribuyentes a los cuales se les hubiera 
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cancelado un crédito fiscal por incosteabilidad, en los términos del artículo 146-A del Código 
Fiscal de la Federación o que se les hubiere condonado algún crédito fiscal, habida cuenta de que 
la aplicación de dichas figuras sea transparente en atención a la exigencia social.”  

 
Sin embargo, más allá de las razones y motivos que tuvo el legislador federal para ordenar que 
se publiquen los nombres de las personas que no cumplen con la obligación de pagar las 
contribuciones a su cargo, este Pleno considera que la privacidad de las personas si bien es 
cierto es un derecho humano que se debe salvaguardar, también lo es que, ningún derecho es 
absoluto y todos deben ceder ante el interés público, cuándo este sea mayor. 
 
En el mismo orden de ideas, debe considerarse que el Secreto Fiscal ha sido analizado por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, señalando que el artículo 69 del Código Fiscal de la 
Federación establece la obligación de reserva absoluta en lo concerniente a la información 
tributaria del contribuyente (declaraciones y datos suministrados por los contribuyentes o por 
terceros con ellos relacionados, así como los obtenidos en el ejercicio de las facultades de 
comprobación), a cargo del personal de la autoridad fiscal que intervenga en los trámites 
relativos a la aplicación de disposiciones fiscales. Así, en principio, dicha medida legislativa 
establece una concreta carga -de no hacer- impuesta al personal -servidores públicos- de la 
autoridad fiscal, consistente en que al aplicar las disposiciones fiscales no deben revelar de 
ninguna forma información tributaria de los contribuyentes. 
 
En esto precisamente, desde la perspectiva del derecho positivo, consiste el "secreto fiscal". Por 
ende, la intervención legislativa por la cual se estableció el secreto fiscal no se encuentra 
diseñada normativamente como un principio o derecho fundamental, sino más bien como una 
regla-fin en los términos señalados.  Pero la reserva del secreto fiscal no es absoluta, tal y como 
lo dispone el mismo artículo 69, con independencia de que en principio así se encuentre 
establecido textualmente, sino relativa al establecer dicho precepto distintas excepciones al 
respecto.4 Asimismo, la Corte señala que la reserva de información considerada por la ley como 
secreto fiscal no es permanente, sino temporal, como lo ordena el artículo 6o., fracción I, de la 
Ley Fundamental, por lo que los artículos 14, fracción II y 15 de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Gubernamental no son inconstitucionales, dado que 
transcurrido el plazo de hasta doce años se desclasificará la información protegida bajo ese 
secreto. 
 
Lo anterior, porque, tratándose del secreto fiscal, el supuesto que rige es la regla general de 
hasta doce años para que se proceda a su desclasificación como información reservada, lo que 
no implica que una vez que se cumpla ese plazo se renueve en automático dicha clasificación, 
en razón de las causas que originaron este hecho, toda vez que de ser así, invariablemente se 
prolongaría indefinidamente su carácter de información reservada, petrificándose y siendo 
inaccesible para los gobernados, lo que no fue la intención del legislador al establecer tal 
regulación pues, se reitera, son dos supuestos distintos los contenidos en el artículo 15 de la ley 
citada, siendo uno la regla general y el otro la excepción.  Esto es, el plazo previsto para que se 
desclasifique la información que se considera reservada -de hasta doce años y, en su caso, la 
ampliación por el mismo lapso- resulta ser el límite superior para tal efecto, lo cual no conlleva 
a que en todos los casos se tenga que cumplir inexorablemente, sino en el supuesto de que se 
extingan las causas que dieron origen a clasificar la información como reservada, el legislador 
previó que perdiera tal carácter y, por ende, que fuera accesible para los gobernados, a 
pesar de no haber transcurrido el plazo referido5.  
 
La Suprema Corte ha definido que no es inconstitucional el secreto fiscal, pero ha establecido 
que es una medida legislativa, el legislador la configura y prevé los supuestos normativos que lo 
rige y su es excepciones. En la doctrina,6 se ha señalado que el contenido del secreto fiscal son 
los datos personales de los contribuyentes (personas físicas y morales), tales como nombre, 
                                                 
4 “Secreto fiscal. Concepto de”. Décima Época  Registro: 2003406, Primera Sala, Tesis Aislada, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta  Libro XIX, abril de 2013, Tomo 1, Tesis: 1a. CVII/2013 (10a.)  página 970. 
5 Secreto fiscal. El acceso a la información relativa clasificada como reservada por la ley federal de transparencia y 
acceso a la información pública gubernamental y sujeta al plazo de doce años para su desclasificación, no viola el 
derecho de acceso a la información previsto en el artículo 6o., fracción I, de la constitución. Amparo en revisión 
371/2012. Luis Gerardo Valderrama Navarro. 9 de enero de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea y Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a formular voto de minoría. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
6 Issa Luna Pla y Gabriela Ríos Granados. Transparencia, acceso a la información tributaria y el secreto fiscal. Desafíos 
en México. Primera edición: 2010, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM.   
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razón social, domicilio particular, gastos médicos, pensión alimenticia, herencias, compra venta 
de casas, coches, entre otros. Pero además de estos datos, se encuentran datos contables que se 
reflejan en la declaración de contribuciones, tales como la base imponible, deducciones, base 
liquidable, además del domicilio fiscal y el Registro Federal de Contribuyentes. 
 
Se ha destacado que el interés del sujeto de la información que resguarda el secreto fiscal no es 
un derecho absoluto, y como hemos anotado previamente, tampoco el interés público es 
absoluto. Pueden existir circunstancias en las que por razones de interés público el acceso o 
divulgación de la información pierda el sigilo fiscal. Piénsese por ejemplo en el caso donde, 
mediante una prueba de interés público, se resuelva que el interés por conocer el estatus fiscal 
y de liquidación de impuestos de cierto candidato a gobernar es mayor que el de resguardar su 
vida privada, por considerarse figura pública. 
 
Por lo que se ha visto, la obligación de los mexicanos de contribuir origina y define el secreto 
fiscal e impone un deber de resguardar la información en manos del Estado, derivado de un 
interés privado no absoluto (el del contribuyente sujeto de la información en cumplimiento de 
una obligación constitucional), en un contexto donde puede primar un interés público por 
revelar parte de los datos bajo una ponderación de derechos válida. 
 
Los servidores públicos, como sujetos obligados al secreto fiscal, se enfrentan cotidianamente a 
un gran dilema: de un lado la administración debe ser transparente y facilitar la información 
que se le pida, pero de otro, la administración está obligada a mantener el secreto de ciertas 
materias e, incluso necesita de un cierto secreto para poder actuar eficazmente. La obligación 
de contribuir está desde luego acompañada de derechos y garantías en favor del contribuyente 
en relación con las autoridades fiscales. En México, estos derechos se establecen en la Ley 
Federal de los Derechos de los Contribuyentes e incluyen el derecho a ser tratado con respeto; a 
conocer el estado de los procesos y trámites de los que sea parte; a que las actuaciones de la 
autoridad resulten lo menos onerosas para el contribuyente; el derecho a formular alegatos y 
ser escuchado en los trámites administrativos; el derecho a ser informado sobre sus deberes y 
obligaciones, entre otros (artículo 2o. de la Ley Federal de los Derechos de los Contribuyentes).  
 
El derecho al carácter reservado de sus datos, informes o antecedentes, que de ellos o terceros 
relacionados conozcan los servidores públicos de la administración tributaria (artículo 2o., 
fracción VII de la Ley Federal de los Derechos de los Contribuyentes). Este derecho del 
contribuyente debe, en virtud de la constitucionalización del derecho de acceso a la 
información, convivir con la garantía individual y social que este último representa. Pues el 
derecho a la información (reconocido en la Ley Federal de los Derechos de los Contribuyentes) 
se ha ampliado. Ha dejado de considerar a la persona como sujeto pasivo, convirtiéndose en 
una prerrogativa instrumental para la rendición de cuentas, en la que los ciudadanos son 
activos y cuentan con las vías jurídicas para conocer de los actos del Estado, incluidos los del 
fisco.  
 
En este asunto, la limitación o la permisión de acceso a la información pública debe vincularse 
objetivamente con la realización de una prueba de daño, la cual consiste en la facultad de este 
órgano garante, respecto de la  información solicitada, para ponderar y valorar mediante la 
debida fundamentación y motivación, si proporcionarla o no, si su divulgación pone en riesgo o 
pueda causar un perjuicio real a la protección de la privacidad de los morosos del servicio de 
agua potable, debiéndose demostrar que el perjuicio a la privacidad resulta mayormente 
afectado que los beneficios que podrían lograrse con la difusión de la información, o si la 
difusión de del nombre de los morosos, daña innecesariamente a la persona, lo cual justificaría 
clasificar la información como confidencial o, en caso contrario, cuáles son los beneficios que 
con ello se generan al interés público para que ciertos datos sean difundidos a pesar de la 
afectación a los secretos tutelados. 
 
En primer lugar, no se considera que se ponga en riesgo la privacidad de la persona, ya que 
para que esto suceda, la divulgación de datos personales, debe ser tal, que permita identificar 
plenamente a la misma. 
 
Esto es así de conformidad con lo dispuesto por el artículo 6, fracción IV de la Ley 581 para la 
Tutela de los Datos Personales en el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, que a la letra 
dice: 
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Artículo 6. Para los efectos de la presente Ley, se entiende por: 
 
IV.- Datos personales: La información numérica, alfabética, gráfica, acústica o de 
cualquier otro tipo concerniente a una persona física, identificada o identificable, 
concerniente a su origen étnico, características físicas, morales o emocionales, vida 
afectiva y familiar, domicilio y teléfono particulares, correo electrónico no oficial, 
patrimonio, ideología y opiniones políticas, creencias, convicciones religiosas y 
filosóficas, estado de salud, preferencia sexual, huella digital, ADN y número de 
seguridad social, u otros similares.  
 

A partir de esta enumeración de elementos, debemos entender que se considera identificable a 
toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en particular 
mediante un número de identificación o uno o varios elementos específicos, característicos de 
su identidad física, fisiológica, psíquica, económica, cultural o social, o cualquier otro u otros 
rasgos o elementos que asociados permitan identificar la identidad de las personas7. 
 
En el caso concreto, el solo hecho de que el Sujeto Obligado publique un padrón de morosos, 
que solo contenga el nombre del deudor, el monto adeudado, los periodos no pagados, etc., sin 
que obre otro dato que permita su identificación plena, como podría ser su domicilio, Registro 
Federal de Contribuyentes (RFC), Clave única de Registro Público (CURP), uno o varios 
elementos específicos, característicos de su identidad física, fisiológica, psíquica, económica, 
cultural o social, o cualquier otro u otros rasgos o elementos que asociados permitan identificar 
la identidad de las personas, no pone en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier 
persona, al contrario, se puede afirmar que al suprimirse tales datos, la información cuya 
publicación se solicita no pudiera conocerse íntegramente o con la transparencia necesaria.  
 
Tenemos también que, el beneficio de conocer la información consistente en el padrón de 
morosos del servicio público de agua potable y saneamiento, es mucho mayor que el perjuicio 
que pudiera causarse, perjuicio que no es real ni objetivo, pero el beneficio si lo es, esto debido 
a lo siguiente: 
 

1.- El Sujeto Obligado tendrá otro medio para lograr el cobro de los adeudos, al dar a 
conocer a los morosos, que muchos, acudirán a realizar el pago al verse exhibidos en 
dicho padrón. 
 
2.- Se garantiza el derecho de las personas de estar informadas sobre la situación  real 
de las finanzas del Sujeto Obligado, y exigir la recuperación de los adeudos, para 
lograr el desarrollo sustentable del servicio público, evitando con ello, en beneficio del 
interés colectivo, la baja eficiencia técnica y comercial en la prestación de los servicios; 
la calidad inadecuada de los servicios de abastecimiento de agua; la calidad deficiente 
de los servicios de saneamiento, especialmente en lo que respecta al tratamiento de 
aguas residuales, y la cobertura insuficiente. 

 
Por otro lado, no se afecta la privacidad de las personas, mucho menos su derecho a la buena 
fama, a la imagen pública y el honor, este Pleno considera que el honor, la buena fama y la 
buena imagen, son cualidades de la persona, que se construyen día a día, con hechos; la Real 
Academia de la Lengua, define al honor en su primera acepción, como:   
 

1. m. Cualidad moral que lleva al cumplimiento de los propios deberes respecto del 
prójimo y de uno mismo. 

 
Como se puede observar sin mayor dificultad, para poder considerar que una persona es 
honorable, ésta debe empezar por cumplir con los deberes propios, como es el caso de 
contribuir con los gastos del Estado, el no hacerlo así, en una primera impresión, salvo las 
necesarias excepciones, se puede pensar que no existe honor que proteger, ante tal conducta 
de incumplimiento. 

                                                 
7 Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. Resulta ineficaz la oposición a la inclusión de los 
datos personales en la publicidad de los asuntos del conocimiento del poder judicial de la federación, cuando aquéllos 
no revistan la característica de reservados, de conformidad con el artículo 13, fracción IV, de la Ley Federal relativa. 
Novena Época, registro 178270, Tribunales Colegiados de Circuito, Aislada, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Tomo XXI, Mayo de 2005, Materia(s): Administrativa, Tesis: IV.2o.A.139 A, página 1585.  
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Se retoma lo transcrito en la parte relativa a la exposición de motivos de la reforma al artículo 
69 del Código Fiscal de la Federación, relativa a las excepciones al secreto fiscal, en la parte que 
señala: “… no se está violentando los derechos fundamentales de los contribuyentes, en tanto 
que el secreto fiscal no se encuentra diseñado como un derecho fundamental, sino constituye 
una concesión que puede revocarse cuando se actúa fuera de la esfera del derecho, como es el 
caso de que los contribuyentes incumplan con sus obligaciones fiscales.” (…) “El secreto fiscal 
será, entonces, un derecho que se adquiera en tanto el contribuyente cumpla con sus 
obligaciones fiscales”.  
 
Así, considerando lo antes expuesto, se puede desprender que el secreto fiscal es constitucional, 
que el legislador determina cuáles son los supuesto de reserva y excepción al secreto fiscal, que 
los supuestos para difundir información pública deben estar establecidos por el legislador, y 
que la tendencia es hacer pública la información de contribuyentes que sean incumplidos, a 
efecto que los datos contables relativos a la capacidad contributiva del contribuyente, puedan 
darse a conocer porque tienen naturaleza pública, porque derivan del artículo 31, fracción IV, 
de la Constitución; es el derecho de todo ciudadano saber si otros contribuyentes pagan 
conforme a su real capacidad contributiva; y quienes realicen cualquier transacción comercial, 
ejerciendo su derecho de acceso a la información, tendrán elementos para decidir entre 
contribuyentes cumplidos e incumplidos. 
 
Ahora bien, en el estado de Veracruz, el Código Financiero sólo dispone lo siguiente: 

 
Artículo 20 Bis. Los servidores públicos que intervengan en los diversos trámites relativos a la 
aplicación de las disposiciones tributarias estarán obligados a guardar absoluta reserva y 
confidencialidad en lo concerniente a las declaraciones y datos suministrados por los 
contribuyentes o por terceros con ellos relacionados, así como los obtenidos en el ejercicio 
de las facultades de comprobación. Dicha reserva y confidencialidad no comprenderá los 
casos que señalen las disposiciones legales correspondientes.  
 
No obstante lo anterior, la información relativa a los adeudos fiscales de los contribuyentes 

que queden firmes, podrá darse a conocer por las autoridades fiscales a las sociedades de 
información crediticia que operen, de conformidad con la Ley para Regular las Sociedades de 
Información Crediticia y demás disposiciones aplicables, sea que estos adeudos emanen de 
contribuciones locales o de contribuciones federales coordinadas. A efecto de la correcta y 
debida aplicación de la facultad prevista en este párrafo, la Secretaría podrá solicitar o 
auxiliarse de la colaboración que brinden las autoridades federales. Mediante acuerdo de 
intercambio recíproco de información, suscrito por el titular de la Secretaría, se podrá 
suministrar la información a las autoridades fiscales de otras entidades federativas o del 
Gobierno Federal, siempre que se pacte o acuerde que la misma sólo se utilizará para efectos 
fiscales y se guardará el secreto fiscal correspondiente. 
  
La ley local sólo establece como excepción al secreto fiscal la información relativa a los adeudos 
fiscales de los contribuyentes que queden firmes, podrá darse a conocer por las autoridades 
fiscales a las sociedades de información crediticia u otros órganos fiscales de otras entidades 
federativas o la federal.  
 
Ahora bien, la ley local de trasparencia señala en su artículo 12, fracción II: 
 

1. Es información reservada y por lo tanto no podrá difundirse, excepto dentro de los plazos 
y condiciones a que esta ley se refiere, la siguiente: 
I. La que comprometa la seguridad pública nacional, estatal o municipal, o pueda afectar la 
integridad territorial, la estabilidad o la permanencia de las instituciones 
políticas; 
II. Aquella cuya difusión ponga en peligro o dañe la estabilidad financiera o económica 
nacional, estatal o municipal. No se comprende en este rubro la información relativa a la 
deuda pública; 
III. La que pueda generar una ventaja indebida en perjuicio de un tercero; 
IV. Las actuaciones y las resoluciones relativas a procedimientos judiciales o administrativos, 
cuando aún no hayan causado estado; 
V. Las actuaciones y las resoluciones relativas a los procedimientos de responsabilidad de los 
servidores públicos, salvo cuando exista resolución definitiva, administrativa o jurisdiccional; 
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VI. Las opiniones, estudios, recomendaciones o puntos de vista que formen parte de un 
proyecto de trabajo de los sujetos obligados, cuya divulgación suponga un riesgo para su 
realización o pueda ser perjudicial al interés público, pero una vez tomada la decisión o 
aprobado el proyecto, todo lo anterior será información pública; 
VII. La contenida en las revisiones y auditorías realizadas directa o indirectamente por los 
órganos de control o de fiscalización estatales, hasta en tanto se presenten ante la autoridad 
competente las conclusiones respectivas y haya definitividad en los procedimientos 
consecuentes; 
VIII. La que pueda ocasionar serios obstáculos a las actividades relacionadas con el 
cumplimiento de las leyes y reglamentos, y a la prevención o persecución de los delitos, 
incluyéndose en este rubro las averiguaciones previas en materia de procuración de justicia; 
IX. La que ponga en riesgo la vida, seguridad o salud de cualquier persona; y 
X. La que por disposición expresa de otra ley vigente, al momento de la publicación de ésta, 
sea considerada reservada. 
2. No podrá invocarse el carácter de reservada cuando se trate de información relativa a la 
investigación de violaciones a los derechos fundamentales.  
Asimismo, la autoridad deberá preparar versiones públicas de todos los supuestos previstos 
en el presente artículo. 
 

Como se advierte, no existe referencia al secreto fiscal, e incluso establece que la información 
relativa a la deuda pública es pública, y no es reservada aquella que no ponga en riesgo la 
estabilidad financiera. Ahora bien, los Lineamientos Generales que deberán observar los sujetos 
obligados por la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave, para clasificar información reservada y confidencial disponen 
en lo que concierne: 
 

Vigésimo séptimo. Para los efectos de lo dispuesto por la fracción X del artículo 12 de 
la Ley, el Comité deberá encuadrar el caso concreto a la hipótesis que establezca la Ley 
vigente que le resulte aplicable, considerando que: 
I. La información podrá clasificarse como confidencial gubernamental en los casos 
siguientes: 
a) Cuando una Ley estatal vigente le otorga ese carácter; 
b) También se incluye en este rubro a aquéllos instrumentos jurídicos que suscriban los 
gobiernos estatal y municipales con la federación, siempre y cuando el objeto de dicho 
acuerdo estipule cláusula de confidencialidad, y; 
c) La que reciban los sujetos obligados de otros gobiernos u organismos con ese 
carácter. 
II. Se reservará la información que por disposición expresa de una Ley federal tenga 
ese carácter, como es el caso de la relativa a la propiedad intelectual, comercial 
reservada, secreto comercial, industrial, fiscal, bancario, bursátil, fiduciario o cualquier 
otro similar. 

 
Aquí estos lineamientos remiten a lo que la ley federal puede considerar como secreto fiscal. 
Puede razonarse en forma progresiva, que se puede aplicar el criterio contenido en el Código 
federal en cuento a los supuestos de excepción del secreto fiscal. Si bien no hay un supuesto 
expreso de publicidad y restricción del secreto fiscal como ahora contiene el artículo 69 del 
Código Fiscal de la Federación, pudiera interpretarse de forma progresiva que la información 
relativa a la deuda pública comprende los pasivos de la hacienda municipal, los adeudos en 
agua, tesorería, etc., y que se difunde la información por tratarse de cuestiones tributarias que 
son públicas, y que también se hace en beneficio de la colectividad para dar a conocer a la 
población de deudores y morosos, como se expuso en la iniciativa presidencial. 
 
Por último, se debe tomar en cuenta que la publicación del padrón de deudores del servicio de 
agua potable, debe ser verificada por el Sujeto Obligado, antes de hacerse pública, para no 
incurrir en errores o falsedades, que tal situación si puede causar una afectación al derecho de 
las personas a su privacidad; esto es, el padrón de deudores debe ser cierto, para evitar la 
descalificación de la probidad de una persona, o servir para críticas que impliquen una 
descalificación personal, al repercutir directamente en su consideración y dignidad individuales. 
 
Por cuanto a la modalidad de la entrega de la información, tenemos que al formular su 
solicitud de información la incoante, requirió que la entrega se efectuara vía sistema 
INFOMEX- Veracruz, sin costo, al así desprenderse del acuse de recibo de la solicitud de 
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información que obra a fojas de la 4 y 5 del expediente, modalidad de entrega que a decir del 
Manual de Uso del Sistema INFOMEX-Veracruz, tanto para solicitantes como para sujetos 
obligados, sólo es un medio de orientación para que el sujeto obligado conozca cual es la vía 
que prefiere la promovente para que se haga llegar la información, pero de forma alguna 
implica que ese sea el medio por el cual el sujeto obligado conserva la información solicitada 
por el particular, de ahí que la modalidad elegida por el ahora recurrente, depende del 
formato en el que se haya generado la información, y de la obligación que tengan las entidades 
públicas para generarla en los términos requeridos. 
 
Disposición que se sustenta en el contenido de la fracción IV del artículo 56.1 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave, al señalar que el sujeto obligado debe proporcionar la información en el formato en que 
se encuentre generada. 
 
En ese orden de ideas, al cumplimentar el presente fallo, el sujeto obligado deberá entregar la 
información en la modalidad en que se encuentre generada, en el entendido de que si ésta se 
encuentra en versión electrónica deberá hacerla llegar al promovente vía sistema Infomex-
Veracruz, al ser ésta la modalidad solicitada, remitiéndola además a su correo electrónico, en 
caso contrario, la entrega de la información se sujetara a la forma en cómo este generada por 
el sujeto obligado y previo pago de los costos de reproducción que resulten, de conformidad 
con lo ordenado en el artículo 4.2 de la Ley de Transparencia vigente. 
 
Por las consideraciones expuestas,  y con apoyo en el artículo 69.1 fracción III y 72 de la Ley de 
Transparencia vigente en el Estado, se declara FUNDADO el agravio hecho valer por la 
recurrente, se MODIFICA la respuesta que el veintisiete de enero de dos mil catorce, emitió el 
Sistema de Agua y Saneamiento Metropolitano de Veracruz, Boca del Río y Medellín, visible a 
foja 7 del expediente, y se ORDENA al Sistema de Agua y Saneamiento Metropolitano de 
Veracruz, Boca del Río y Medellín, a través de su Unidad de Acceso a la Información Pública, 
que en un plazo no mayor a quince días contados a partir de que se le notifique que ha 
causado estado la presente resolución, vía sistema INFOMEX-Veracruz, y a la dirección de correo 
electrónico de la recurrente, le notifique que en las oficinas de su Unidad de Acceso a la 
Información Pública, se encuentra a su disposición para consulta y en su caso reproducción la 
información solicitada bajo el folio 00037814, indicando el monto económico que debe erogar 
el promovente para que proceda su entrega, de conformidad con lo ordenado en el numeral 
4.2 de la Ley de la materia. 
 
En el entendido de que si el formato en el que se encuentre generada la información permite 
su envío vía electrónica, deberá remitirlo al promovente vía sistema INFOMEX-Veracruz, y a la 
dirección de correo electrónico autorizada en autos, al ser esta la modalidad elegida al formular 
su solicitud de información.  
 
Por lo expuesto y con fundamento en lo previsto en los artículos 34 fracciones XII, XIII, 43.4, 
43.5, 43.6 fracción III, 67, 69.1 fracción III, 72, 73 y 75 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, vigente; 12 inciso a) 
fracción III y 23 fracción XI del Reglamento Interior del Instituto Veracruzano de Acceso a la 
Información; 24, 74, 75, 76 y 81 de los Lineamientos Generales para regular el procedimiento de 
substanciación del recurso de revisión, vigentes, el Pleno del Consejo General del Instituto 
Veracruzano de Acceso a la Información: 
 

R E S U E L V E 
 
PRIMERO. Es FUNDADO el agravio hecho valer por la recurrente; se MODIFICA la respuesta 
que el ocho veintisiete de enero de dos mil catorce, emitió el Sistema de Agua y Saneamiento 
Metropolitano de Veracruz, Boca del Río y Medellín, visible a foja 7 del expediente, y se 
ORDENA al Sistema de Agua y Saneamiento Metropolitano de Veracruz, Boca del Río y 
Medellín, por conducto de su Unidad de Acceso a la Información Pública, que en un plazo no 
mayor a quince días contados a partir de que se le notifique que ha causado estado la presente 
resolución, de cumplimiento al fallo en términos de lo expuesto en el Considerando Tercero. 
 
SEGUNDO. Con apoyo en lo ordenado en el artículo 73 de la Ley 848; 10 de la Ley del Juicio de 
Protección de Derechos Humanos del Estado de Veracruz; 74 fracciones V, VIII y IX y 75 fracción 
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III de los Lineamientos Generales para Regular el Procedimiento de Substanciación del Recurso 
de Revisión, se informa a la Parte recurrente que: a) A partir de que se notifique la presente 
resolución y hasta ocho días hábiles después de que haya causado estado o ejecutoria la misma, 
podrá manifestar si autoriza la publicación de sus datos personales, en el entendido que de no 
hacerlo así, se tendrá por negativa su publicación; b) La resolución pronunciada puede ser 
combatida a través del Juicio de Protección de Derechos Humanos ante la Sala Constitucional 
del Tribunal Superior de Justicia del Estado y c) Hágase saber a la Parte recurrente que deberá 
informar a este Instituto, si se permitió el acceso a la información y fue entrega y recibida la 
misma en los términos indicados en este Fallo, en el entendido que de no hacerlo, existirá la 
presunción de que la Resolución ha sido acatada; lo que deberá realizar dentro del plazo de 
tres días hábiles posteriores al en que, el Sujeto Obligado cumpla con el presente Fallo o de que 
fenezca el plazo otorgado para su cumplimiento 
 
TERCERO.  Notifíquese la presente resolución en términos de Ley.  
 

Así lo resolvieron por unanimidad de votos los integrantes del Consejo General o Pleno del 
Instituto Veracruzano de Acceso a la Información José Luis Bueno Bello, Yolli García Alvarez y 
Fernando Aguilera de Hombre a cuyo cargo estuvo la ponencia, en sesión pública 
extraordinaria celebrada el dos de abril de dos mil catorce, por ante el Secretario de Acuerdos 
Rodolfo González García, con quien actúan y da fe. 

 
 
 
 
 
 

José Luis Bueno Bello  
Presidente del Consejo General 
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        Consejero del IVAI                           Consejera del IVAI
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